
 
TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 

SALA CIVIL 
 
Medellín, veintiocho (28) de octubre de dos mil veintidós (2022) 
 
Magistrado: JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
Apelación auto: 05001 31 03 018 2022 00074 01 
 
Proceso:           Declarativo.  
Auto: 108 
Demandante: ENERGIZANDO INGENIERIA Y CONSTRUCCIÓN S.A.S.. 
Demandados:  INVERSIONES EL MÁRQUEZ S.A.S. y otro. 
Extracto:      Satisfaciéndose el supuesto normativo que prevé la sustitución de 

cautelas de cara a la seguridad en el cumplimiento del eventual 

fallo estimatorio, la decisión será de conformidad. Reforma.  
 

 

ASUNTO A TRATAR 

  

 

Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandada, contra el auto calendado el veintitrés (23) de mayo de dos 

mil veintidós (2022), proferido por el JUZGADO DIECIOCHO CIVIL 

DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN. 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

Apoyándose en la acción prevista en el artículo 1579 C. C., la actora 

demandó a INVERSIONES EL MÁRQUEZ S.A.S. y a ANUAR 

OSWALDO OYOLA MÁRQUEZ, con quienes otrora compartió la 

condición de deudores solidarios, para que se declare que estos le 

adeudan $1.265´965.276.oo, y consecuencialmente se les condene a 

pagar tal suma de dinero, más los intereses moratorios causados 
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desde el 20 de febrero de 2.0211. Concomitante deprecó medidas 

cautelares sobre diversos bienes de los que dijo son propiedad de los 

demandados.  

 

Mediante la providencia recurrida se resolvió sobre las medidas 

cautelares solicitadas2, decretándose la inscripción de la demanda 

sobre inmuebles de los demandados, así: 

 

 
Demandados 

 
Cautela 

decretada 

Inmueble identificado con Matrícula 
Inmobiliaria (M.I.)  

 
INVERSIONES EL 
MÁRQUEZ S.A.S. 

 
 
Inscripción  
demanda 

148-37314, 148-36167, 148-49892, 
148-49893, 148-49891, 307-23997, 
142-27369, 142-26976, 142-25389 y 
140-99609. 

ANUAR OSWALDO 
OYOLA MÁRQUEZ 

280-30064 

 

Una vez notificada la parte demandada presentó los recursos de 

reposición y en subsidio apelación, sosteniendo que lo decretado no es 

procedente considerando que unos bienes tienen hipotecas y están 

embargados, otros no son de su propiedad; explicó que esa cautela no 

saca del comercio los inmuebles pero sí afecta su actividad comercial. 

 

Entonces, con el propósito de impedir la práctica de las medidas 

adoptadas, pidió sustituirlas por una sola, para lo que propuso que ella 

se materialice en el bien inmueble identificado con M.I. 142-25504, del 

que afirmó que tiene como valor comercial $4.048´689.590.oo, o sea, 

duplica el valor de las pretensiones por lo que ofrece “suficiente 

seguridad” conforme el artículo 590 procesal civil (Archivo 16 y 32 

E.D.). Para el efecto adjuntó avalúo de tal predio, en el que ciertamente 

se otea tal cuantificación.  

 

                                                 
1 Tal demanda fue admitida el 23 de marzo de 2.022. 
2 Ver archivo 14 Expediente Digital (E.D.) 
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Corrido el traslado del caso, la demandante solicitó no reponer, 

expresando que es un riesgo aceptar lo propuesto ya que no le consta 

ni se acreditó la idoneidad del bien que se pone a disposición para 

respaldar sus pretensiones. 

 

Vía horizontal el a quo no repuso la decisión, para lo que consideró:  

 

(i) Las cautelas decretadas no son desproporcionadas, máxime 

que según la recurrente, sobre algunas propiedades pesan 

hipotecas y embargos de otros procesos, situaciones que 

afianzan la necesidad de las medidas para asegurar la 

efectividad del derecho reclamado, y en todo caso, el embargo 

no impide la inscripción de la demanda. 

 

(ii) Si unos inmuebles no son propiedad de los demandados, se 

imposibilitará la materialización de la cautela, hecho que no 

representa error judicial ya que se hizo conforme al pedido de 

la actora, cuyos resultados se conocerán una vez se 

comuniquen a las respectivas Oficinas de Registro de 

Instrumentos Públicos. 

 

(iii) Frente a la solicitud de sustitución por otro inmueble que 

ofrece mayores garantías, la parte actora como beneficiaria de 

la medida; “… considera que no hay certeza sobre el valor del 

bien y, considera que las medidas por él pretendidas les 

brinda un mejor amparo a sus pretensiones. En ese orden, no 

hay lugar a modificar la cautela decretada.” (Archivo 28 E.D.). 

 

Subsidiariamente concedió la alzada según lo normado por el artículo 

321.8 del C. G. del P., la que se resuelve de plano, tal como lo prevé 

el artículo 326 ibídem, previas;  
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CONSIDERACIONES 

 

 

El recurso de apelación busca que el Superior Funcional estudie el 

asunto decidido en primera instancia, con el fin de revocarlo o 

reformarlo, sentido en el cual se dirigirá el siguiente análisis, dentro del 

principio de la limitación que imponen el artículo 328 del C. G. del P.. 

 

Las cautelas tienen como fin asegurar, conservar o anticipar la 

efectividad de los derechos que puedan llegar a reconocerse en una 

decisión judicial, de lo que la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, 

ha dicho:  

 

“El fin principal de las medidas cautelares es garantizar la efectiva ejecución 
de la providencia impidiendo que el perjuicio ocasionado al derecho 
sustancial se haga menos gravoso, o que no haya manera de cumplir la 
obligación que declare la sentencia por desaparecer o disminuir los bienes 

que fueron parte del patrimonio del deudor.” SC5680-20183. 
 

Tal institución procesal procura preservar el derecho objeto del litigio, 

donde en relación al proceso declarativo, lo pertinente está consagrado 

en el artículo 590 del C. G. del P., el cual en su parte pertinente al caso 

en estudio, sobre la inscripción de la demanda, indica: 

 

“En los procesos declarativos se aplicarán las siguientes reglas para la 
solicitud, decreto, práctica, modificación, sustitución o revocatoria de las 
medidas cautelares: 
… 
“1. Desde la presentación de la demanda, a petición del demandante, el juez 
podrá decretar las siguientes medidas cautelares: 
… 
“b) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro que sean de 
propiedad del demandado, cuando en el proceso se persiga el pago de 
perjuicios provenientes de responsabilidad civil contractual o 
extracontractual. 

                                                 
3 Por su parte, la Corte Constitucional en sentencia T-206/17, también sobre las cautelas, 

dijo: “… éstas se fundamentan en la necesidad de prevenir las contingencias que puedan 

sobrevenir sobre las personas o los bienes, de manera que se pueda asegurar la ejecución 

del fallo correspondiente”. 
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“Si la sentencia de primera instancia es favorable al demandante, a petición 
de este el juez ordenará el embargo y secuestro de los bienes afectados con 
la inscripción de la demanda, y de los que se denuncien como de propiedad 
del demandado, en cantidad suficiente para el cumplimiento de aquella. 
 
“El demandado podrá impedir la práctica de las medidas cautelares a que se 
refiere este literal o solicitar que se levanten, si presta caución por el valor de 
las pretensiones para garantizar el cumplimiento de la eventual sentencia 
favorable al demandante o la indemnización de los perjuicios por la 
imposibilidad de cumplirla. También podrá solicitar que se sustituyan por otras 
cautelas que ofrezcan suficiente seguridad. 
 
“c) Cualquiera otra medida que el juez encuentre razonable para la protección 
del derecho objeto del litigio, impedir su infracción o evitar las consecuencias 
derivadas de la misma, prevenir daños, hacer cesar los que se hubieren 
causado o asegurar la efectividad de la pretensión. 
 
“Para decretar la medida cautelar el juez apreciará la legitimación o interés 
para actuar de las partes y la existencia de la amenaza o la vulneración del 
derecho. 
 
“Así mismo, el juez tendrá en cuenta la apariencia de buen derecho, como 
también la necesidad, efectividad y proporcionalidad de la medida y, si lo 
estimare procedente, podrá decretar una menos gravosa o diferente de la 
solicitada. El juez establecerá su alcance, determinará su duración y podrá 
disponer de oficio o a petición de parte la modificación, sustitución o cese de 
la medida cautelar adoptada. 
 
“Cuando se trate de medidas cautelares relacionadas con pretensiones 
pecuniarias, el demandado podrá impedir su práctica o solicitar su 
levantamiento o modificación mediante la prestación de una caución para 
garantizar el cumplimiento de la eventual sentencia favorable al demandante 
o la indemnización de los perjuicios por la imposibilidad de cumplirla. No 
podrá prestarse caución cuando las medidas cautelares no estén 
relacionadas con pretensiones económicas o procuren anticipar 

materialmente el fallo.”4. Subraya intencional. 

                                                 
4 De tal artículo la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia expresó:  

“«El artículo 590 del Código General del Proceso establece la inscripción de la demanda 

como medida óptima, aunque no única, para la generalidad de controversias patrimoniales. 

Si la acción es real -literal a-, esto es, si recae la pretensión sobre un derecho ius in re 

(derecho en la cosa) concretado en un bien o un conjunto específico de bienes, se inscribe 

en el Registro de ese patrimonio, dado que solo él es el destinado a cumplir la eventual 

resolución que condene al demandado.   

“En cambio, si ella es personal –literal b-, porque se ejerce un derecho ius ad rem (derecho 

a la cosa), se inscribe en cualquier bien que pertenezca al eventual deudor, pues se trata 

de garantir que, si la decisión final es favorable al demandante y por tanto el demandado 

debe satisfacer una obligación, se pueda utilizar. Todo, con fundamento en que el 

patrimonio del deudor es prenda general de los acreedores.  

“Como consecuencia, si la pretensión se endereza en procura de una declaración o 

condena para que el demandado honre una obligación dineraria, procede la inscripción de 

la demanda sobre cualesquiera de los bienes sujetos a registro que le pertenezcan, pues 

sobre ellos, muy probablemente, es que habrá de recaer la ejecución de la sentencia que lo 

condene.”. 
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De tal manera, la norma transcrita deja claro que las cautelas no 

buscan perjudicar y llevar al demandado a límites coercitivos que lo 

afecten más allá de las consecuencias propias y derivadas del proceso. 

No, lo que se persigue es asegurar que la decisión judicial sea 

cumplida, al punto que la misma norma prevé que el juez en cuanto a 

medidas “podrá decretar una menos gravosa o diferente de la 

solicitada.”, lo que debe armonizarse cuando en el proceso ejecutivo; 

“al decretar los embargos y secuestros, (el juez) podrá limitarlos a lo 

necesario”, según lo prevé el artículo 599 procesal civil.  

 

Es por ello que del artículo 590 en cita, el demandado puede impedir 

la práctica de las cautelas adoptadas, sea prestando caución o 

solicitando se sustituyan por otras, donde circunscritos a lo último, el 

Juez puede acceder decretando una “menos gravosa”, eso sí, que 

ofrezca “suficiente seguridad” frente a las pretensiones de la actora, 

pues se trata es de mantener una garantía mientras transcurre el 

proceso y que garantice el eventual fallo estimatorio. 

 

En el caso en estudio está claro que el a quo decretó la inscripción de 

la demanda según el pedido de la demandante, sobre múltiples 

inmuebles de los demandados y que se encuentran en la siguiente 

condición, así5:  

 

Matrícula 
Inmobiliaria 

Estado 

148-37314 Hipotecado. Ver Certificado de tradición y libertad, 
anotación 4. 

148-36167 Hipotecado y embargado. Ver Certificado de tradición y 
libertad, anotaciones 6, 8 y 9. 

148-49892 Embargado. Ver Certificado de tradición y libertad, 
anotación 2. 

                                                 

“En suma, si se pretende la declaración o codena de una prestación dineraria a cargo del 

convocado a juicio, procede la inscripción de la demanda sobre cualquiera de sus bienes 

sujetos a registro a fin de garantizar la satisfacción de la obligación que eventualmente 

emergerá».” (Sic) STC10261-2022. 
5 Todos los Certificados de libertad y tradición obran a folios 8-48 archivo 16 E.D. 
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148-49893 Embargado. Ver Certificado de tradición y libertad, 
anotación 2. 

148-49891 Sin limitaciones 

307-23997 Embargado y con inscripción de demanda. Ver 
Certificado de tradición y libertad, anotaciones 11 y 17. 

142-27369 Sin limitaciones 

142-26976 Sin limitaciones 

142-25389 Sin limitaciones 

140-99609 Según el Certificado de tradición y libertad, tal propiedad 
no es de los demandados. 

280-30064 Según el Certificado de tradición y libertad, tal propiedad 
no es de los demandados. 

 

Como se ve, de las once (11) propiedades, dos (2) no son propiedad 

de los demandados, cinco (5) ya tienen afectaciones, lo que significa 

que solo cuatro (4) de ellas tendrían el registro de la demanda como 

única cautela. 

 

La demandada afirmó que se perjudican sus actividades comerciales, 

las que según su certificado de existencia y representación son: “CRIA 

DE GANADO BOVINO Y BUFALINO” (principal) y las “ACTIVIDADES 

INMOBILIARIAS REALIZADAS CON BIENES PROPIOS O 

ARRENDADOS” (secundaria), es decir, se probó el giro de negocios, 

por lo que presentó como prenda de garantía sustituta la propiedad        

-inmueble- identificado con M.I. 142-25504, de la que además aportó 

experticia dimanada de avaluador profesional, según la cual el predio 

tiene como valor comercial $4.048´689.590.oo. 

 

A propósito de tal avalúo (folios 49-65 archivo 16 E.D.), si bien es cierto 

que el mismo carece de algunos de los requisitos que contempla el 

artículo 226 del C. G. del P., también lo es que tan sumario estudio de 

entrada cuenta con elementos que permiten advertir aproximación con 

la realidad, al punto que con el mismo se acompañan otros medios 

probatorios documentales (aún no rebatidos), que señalan que el 

inmueble de marras fue adquirido el 22 de agosto de 2008 por los 

demandados en $900’000.000,oo, para lo que basta ver la 5ª anotación 

del correspondiente certificado de tradición (folio 67 archivo 16 E.D.).  
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Es más, en el correspondiente acto escritural (folios 49-65 archivo 16 

E.D.), como precio figura $1.518’630.000,oo, y ya para efectos fiscales, 

impuesto predial, su avalúo para este año es el de $1,337’816,000,oo 

-ver folio 70 archivo 16 E.D.). 

 

Lo anterior lleva a concluir a la Sala, que el estudio sobre el valor del 

bien, salvo prueba en contrario, esté cerca a la realidad, por lo que lo 

ofrecido por el recurrente como garantía es un predio que dobla en su 

valía las expectativas de condena, que según la caución aceptada son 

$2.000’000.000,oo, por lo que lo peticionado se adecúa al supuesto 

normativo, que sin ánimo de ser redundantes, indica:  

 

“El demandado podrá impedir la práctica de las medidas cautelares a que se 
refiere este literal o solicitar que se levanten, si presta caución por el valor de 
las pretensiones para garantizar el cumplimiento de la eventual sentencia 
favorable al demandante o la indemnización de los perjuicios por la 
imposibilidad de cumplirla. También podrá solicitar que se sustituyan por otras 
cautelas que ofrezcan suficiente seguridad.”. 

 

Entonces, como la teleología normativa es que las actividades 

económicas se sigan desarrollando de cara al bien común (artículo 333 

Constitución Política), lo que debe armonizarse con la garantía de las 

resultas del proceso, cuestiones que en este caso se cumplen, por lo 

que la decisión será de conformidad.  

 

No obstante lo expuesto, como el avalúo presentado no ha sido 

rebatido, aplicando el artículo 228 del C. G. del P., el actor está en 

libertad de “aportar otro”, y de evidenciarse depreciación o desmedro 

de la garantía que se acepta, y que se afecte la “suficiente seguridad” 

del eventual fallo condenatorio, el interesado podrá deprecar la 

imposición de otras medidas que garanticen el cumplimiento de la 

tutela jurídica reclamada.  
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Finalmente, pese a que la actora solicitó no reponer el auto atacado, 

también hay que considerar que en el escrito en que se pronunció 

sobre el recurso, indicó: “Instamos al Despacho a que en su sana 

critica, realice el analisis de la modificación de tales medidas cautelares 

y el motivo que promueve a la parte demandada para solicitar la 

modificación o sustitución, en procura de salvaguardar los intereses de 

las partes.” -sic- (archivo 21 E.D.); es decir, que concibió la viabilidad 

en la generación de las nuevas garantías, lo que conforme a lo atrás 

analizado, en efecto se cumple.  

 

Como conclusión, se modificará el auto atacado para aceptar la 

sustitución de las cautelas dispensadas, por la que ha ofrecido la parte 

demandada.  

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Medellín;   

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: REFORMAR el auto calendado el veintitrés (23) de mayo 

de dos mil veintidós (2022), proferido por el JUZGADO 

DIECIOCHO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE 

MEDELLÍN, para en su lugar ACEPTAR la sustitución de 

las cautelas ahí dispuestas, y en consecuencia 

DECRETAR la INSCRIPCION DE LA DEMANDA del 

inmueble identificado con Matrícula Inmobiliaria 142-

25504 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos 

de Montelíbano.  

 

SEGUNDO: Lo anterior sin perjuicio que de decaer o menoscabarse 

la suficiente seguridad que brinde la cautela dispensada 
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y atrás aludida, se puedan decretar otras medidas de 

cara al cumplimiento de la eventual decisión 

jurisdiccional, siempre que se cumplan los requisitos 

legales para el efecto.  

 

TERCERO: Sin CONDENA en COSTAS en esta instancia. 

Ejecutoriada la presente providencia, vuelva el 

expediente digital al Despacho de origen.  

 

Notifíquese: 

 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 

 

 

 

 


